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Estándares laborales y calidad de los 
empleos en América Latina

Graciela Bensusán*

Resumen
En este trabajo se discute el papel de los estándares laborales nacionales e internacionales en lo que se 
refiere a la necesidad de frenar el deterioro de la calidad de los empleos y promover el trabajo decente 
en un contexto de fuertes presiones competitivas, empresas en red y cadenas productivas dispersas por 
el mundo, visto todo a la luz de la experiencia latinoamericana. Se revisa el número de ratificaciones 
de los convenios internacionales fundamentales y sus problemas de implementación; la relación entre 
estas deficiencias y la calidad de los empleos; y las ventajas y desventajas de distintas alternativas enca-
minadas a frenar el deterioro del empleo. Se concluye señalando la importancia que aún tienen en ello 
las leyes nacionales y los instrumentos públicos destinados a reforzar su cumplimiento ante la ausencia 
de mecanismos coactivos internacionales y globales. 

Abstract
This paper discusses the role of national and international labor standards and refers to the need to curb 
the deterioration of employment quality and to promote decent work in the context of strong compe-
titive pressures, network companies and productive chains spread throughout the world, from a Latin 
American perspective. It reviews the number of ratifications of fundamental international agreements’ 
and the problems involved in their implementation; the relation between these shortcomings and the 
quality of jobs, as well as the advantages and disadvantages of different alternatives aimed at halting job 
deterioration. It concludes by pointing out the importance of national legislation and public tools aimed 
at improved enforcement, in the absence of global and international coercive mechanisms.

Palabras clave: globalización, estándares laborales, empleos, trabajo decente, códigos de conducta, res-
ponsabilidad social empresarial, derechos humanos laborales, convenios internacionales.
Key words: globalization, labor standards, jobs, decent work, conduct codes, business’ social responsibi-
lity, labor human rights, international agreements.

∗	 Doctora en Ciencia Política por la Universidad Nacional Autónoma de México. Actualmente se desempeña como 
profesora investigadora de la UAM-Xochimilco.



14

Pe
rf

ile
s 

La
ti

no
am

er
ic

an
os

 3
4

A
r

t
íc

u
l

o
s

En este trabajo se discute el papel de los estándares laborales en lo que se re-
fiere a la necesidad de frenar el deterioro de la calidad de los empleos y promover 
el trabajo decente en un contexto de fuertes presiones competitivas, empresas en 
red y cadenas productivas dispersas por el mundo, visto todo a la luz de la experien-
cia latinoamericana: ¿en qué medida los estándares internacionales adoptados por 
la Organización Internacional del Trabajo (oit) siguen siendo útiles?, ¿cuál es el 
peso de la legislación nacional y cuáles son los factores que explicarían los proble-
mas de implementación de ambos en la región? ¿Cuáles serían las vías para superar 
esta situación?

Con tal propósito desarrollaré dos argumentos. El primero señala que el alto nú-
mero de convenios fundamentales ratificados en la región y/o la existencia de leyes 
nacionales con un perfil relativamente alto —las que todavía tienen el peso fundamen-
tal en la salvaguarda y mejora de la calidad de los empleos—, no dan una buena idea 
de cuál es el nivel real de protección de los trabajadores. Además de la insuficiencia de 
tales convenios, el problema radica en la deficiente aplicación de los estándares la-
borales de diverso tipo (nacionales o internacionales, públicos o privados) que podrían 
haber filtrado o contrarrestado los efectos negativos que la globalización económica 
ha tenido sobre los empleos. 

En segundo lugar, propondré que las estrategias más innovadoras —destinadas a 
asegurar la implementación de los códigos de conducta (cc) de las empresas transna-
cionales y las iniciativas múltiples,1 y compensar la debilidad del Estado para refor-
zar el cumplimiento de los derechos laborales ciudadanos—, se han puesto a prueba 
desde fines de la década de 1970 y han mostrado no pocas limitaciones. Lo anterior 
se debe a que en la globalización se requiere impulsar una estrategia particularmente 
compleja y de amplia escala, en la que se articulen tanto actores tradicionales como 
otros emergentes; se combinen diversos niveles de regulación —global, regional, 
nacional y local—; y se aprovechen todos los instrumentos disponibles para hacer-
los efectivos: nacionales e internacionales, públicos y privados, vinculantes y volun-
tarios, promocionales y de control, comerciales y sociales. Sin embargo, reconocer 
que instrumentos como los cc y los monitoreos privados independientes pueden 
ser útiles para hacer efectiva la responsabilidad social de las corporaciones trasnacio-

1	 Las “iniciativas múltiples” son el resultado de la acción de organizaciones de consumidores y activistas, junto a 
sindicatos y marcas internacionales, con la intención de promover los derechos humanos laborales en las cadenas 
productivas. Constituyen un paso adelante en relación con los códigos de conducta diseñados y monitoreados 
por las propias marcas (RSM, 2008).
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nales, no debería llevar a diluir —como sucedió en muchos países de la región— la 
responsabilidad primordial que los estados nacionales aún mantienen de respetar y 
hacer respetar los derechos laborales fundamentales. En este sentido, a pesar de la 
dimensión transnacional de los problemas vinculados a los empleos y la producción, 
el papel central corresponde todavía a los mecanismos nacionales destinados a con-
trolar su cumplimiento, lo que constituye uno de los déficits más graves, acentuado 
por el proceso de globalización.

Para desarrollar estos argumentos, el trabajo se estructura en tres secciones. En la 
primera se presenta la información relativa al número de ratificaciones de los conve-
nios fundamentales de la oit y a la deficiente implementación de los mismos en la 
región. En la sección siguiente, se analiza la relación entre la calidad de los empleos y 
los altos niveles de incumplimiento de las normas internacionales y nacionales, a par-
tir de los enfoques que prestan atención a la estrategia de enforcement2 y al contexto 
institucional más amplio en el que operan los estándares laborales. La tercera sección 
analiza las estrategias para mejorar la calidad de los empleos en el marco del debate aca-
démico y social acerca de las ventajas y desventajas de distintas alternativas: derechos 
sociales ciudadanos versus derechos humanos; regulaciones y monitoreos privados o 
públicos; procesos de integración regional y dinámicas nacionales. El caso argenti-
no ilustrará al respecto una experiencia en donde la promoción del trabajo decente 
y de la competitividad se ha asumido al mismo tiempo con resultados promisorios, 
al menos hasta ahora.

I. De las ratificaciones de los convenios a los hechos 

1.1. La expansión de los convenios fundamentales

La región latinoamericana  tiene una larga tradición legislativa en la que se promo-
vió, a lo largo de la primera mitad del siglo xx, la protección de los derechos de los 
trabajadores asalariados, lo que favoreció más tarde la relativamente rápida expansión 
de los ocho convenios internacionales en los que se recogen los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo incluidos en la Declaración de la oit de 1998. Estos de-
rechos se refieren a la libertad de asociación, la prohibición del trabajo forzoso y del 

2	 Se utiliza el término en inglés por la ausencia de una traducción literal y porque así suele ser utilizado en la lite-
ratura especializada (véase, por ejemplo, Bergman y Nevarez, 2005). Se entiende por enforcement el acto o con-
junto de actos destinados a reforzar el cumplimiento de las normas y leyes en general.
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trabajo de menores, y la igualdad de trato y oportunidades (véase el cuadro 1). Por 
el contrario, las ratificaciones de convenios que no son considerados fundamentales 
como los de seguridad y salud en el trabajo o los de seguridad social, son mucho me-
nores. Estos convenios deberían incluirse entre aquéllos porque se refieren a instru-
mentos clave para salvaguardar las condiciones de trabajo. En este sentido, el enfoque 
adoptado por la oit, en 1998, orientado hacia una perspectiva más universalista y 
restringida respecto a lo que debe ser protegido —los derechos humanos laborales—, 
resultaría claramente insuficiente para poner un freno a las tendencias más negativas 
sobre la calidad de los empleos, y obligaría a volver la mirada sobre las regulaciones 
nacionales y regionales (Hepple, 2005).

Sin embargo, otra grave restricción al alcance de los principios y derechos fun-
damentales de la oit en los países latinoamericanos se deriva de que la legislación 
laboral que los recoge y regula los mecanismos para hacerlos efectivos dejó fuera 
a los trabajadores no asalariados, que hoy constituyen una parte sustancial de la 
población económicamente activa en nuestros países. De esta forma, aun cuando 
los estándares laborales fundamentales fueron concebidos para proteger a todos los 
trabajadores, y más aún a los que tienen “necesidades especiales” y son más vulne-
rables, como las mujeres, los niños y los jóvenes, que tienden a ocuparse en mayor 
proporción en la economía informal, en la práctica éstos tienden, en la región, a 
estar excluidos de toda protección a sus derechos básicos en tanto que trabajadores 
(oit, 2002). Esto significa que la legislación laboral latinoamericana requiere actua-
lizar con urgencia los viejos supuestos bajo los cuáles fue diseñada, para garantizar 
en adelante los derechos de los trabajadores con empleos atípicos y no asalariados y 
cumplir con las normas internacionales, a la vez que fortalecer los mecanismos de 
enforcement.

Considerando los países de América Latina y el Caribe, además de Estados Unidos 
y Canadá —lo que se ha dado en llamar las “Américas”3—, encontramos que el nivel 
de ratificaciones de los convenios fundamentales es alto.4 Veintisiete países de un total 

3	 Aunque el alcance de este análisis se circunscribe principalmente a América Latina, la inclusión de referencias 
a Estados Unidos y Canadá permite ilustrar el problema de ratificación de los convenios y su cumplimiento en 
países desarrollados y en desarrollo en tanto no se limita a estos últimos.

4	 Si se toma en cuenta la totalidad de convenios de la oit, se encuentra que solamente tres países de la región 
(Brasil, Cuba y Uruguay) han realizado 80 o más ratificaciones de convenios (de un total de 188), aunque los 
tres se encuentran ubicados como países de alto incumplimiento; otros once tienen más de 40 y menos de 80 
ratificaciones, y son clasificados como de alto incumplimiento (Argentina, Bolivia, Chile, Costa Rica, Ecua-
dor, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Perú y Venezuela); finalmente, otros cuatro tienen un número de 
ratificaciones mayor a 20 y menor a 40. De éstos, uno aparece como de bajo incumplimiento (El Salvador) y 
los otros tres (Canadá, República Dominicana y Honduras) como de alto incumplimiento. Cabe señalar que el 
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de 35 ratificaron los ocho convenios en cuestión, cuatro ratificaron siete convenios 
(Brasil, Cuba, Haití y Santa Lucía), uno ratificó seis (México), dos ratificaron cinco 
(Canadá y Surinam), y un país (Estados Unidos) ratificó solamente dos convenios, 
tal como se muestra en el cuadro 1. 

Es sabido que la efectividad de los demás derechos laborales (se encuentren pre-
vistos en normas internacionales o nacionales, sean o no fundamentales) depende en 
gran medida de la existencia de un sindicalismo legítimo, representativo y con los 
recursos de poder necesarios para lograr su pleno respeto. Por eso, en la práctica, el 
pleno ejercicio de la libertad sindical y la negociación colectiva tiene una importan-
cia mayor que cualquier otro derecho laboral fundamental, e incluso se ha creado un 
órgano y un procedimiento especial de monitoreo en el marco de la oit a cargo del 
Comité de Libertad Sindical. Sin embargo, aunque han pasado sesenta años de la for-
mulación de los convenios respectivos, estos derechos no se encuentran garantizados 
en gran parte de los países de la región, ni siquiera después de transcurrir dos déca-
das desde que la transición política a la democracia creó supuestamente un contexto 
más favorable para su ejercicio. 

Si paralelamente a la ratificación de los dos convenios fundamentales relativos a 
los derechos sindicales (el 87 y 98) se consideran otros seis convenios accesorios a éstos 
que, en conjunto, definen el cuadro de garantías internacionales para su ejercicio, se 
corrobora esta apreciación. Como se puede observar en el cuadro 1, en este terreno 
el número de ratificaciones es mucho más reducido. Solamente tres países —Belice, 
Cuba y Uruguay— han ratificado siete de los ocho convenios en los que se recogen los 
dos principios y derechos fundamentales de la oit vinculados a los derechos sindicales 
(87 y 98), así como los otros seis accesorios a éstos (11, 110, 135, 141, 151, 154). 
Brasil y México, dos de las economías más desarrolladas de la región, han ratificado 
solamente uno de los dos convenios relativos a la libertad sindical y negociación colec-
tiva y cuatro de los accesorios. Canadá solamente ratificó uno y Estados Unidos es el 
único país del continente que no ha ratificado ninguno de estos ocho convenios vin-
culados a los derechos sindicales.5

nivel de cumplimiento fue medido según el número de observaciones emitidas por la oit, las que se refieren a 
violaciones serias y de largo plazo a los convenios de la oit, aunque no se distingue según la importancia de las 
convenciones (derechos fundamentales/no fundamentales). Véase Hepple (2005).

5	 Los tres convenios de la oit vinculados con los derechos sindicales/colectivos con un menor número de ratifi-
caciones en la región son el 135, el 151 y el 154 sobre negociación colectiva, en el que se pretende fomentarla 
para todas las categorías de trabajadores. Véase el cuadro 1.
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Convenios de la oit mencionados en el cuadro anterior

Abolición del trabajo forzoso

Núm. 29: Convenio sobre el trabajo 
forzoso (1932).
Núm. 105: Convenio sobre la 
abolición del trabajo forzoso (1959).

Libertad sindical

Núm. 87: Convenio sobre la libertad sindical y la 
protección del derecho de sindicación (1948).
Núm. 98: Convenio sobre el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva (1949).
Núm. 11: Convenio relativo a los derechos de asociación y 
de coalición de los trabajadores agrícolas (1923).
Núm. 110: Convenio relativo a las condiciones de empleo 
de los trabajadores de las plantaciones (1960).
Núm. 135: Convenio relativo a la protección y facilidades 
que deben otorgarse a los representantes de los trabajadores 
en la empresa (1973).
Núm. 141: Convenio sobre las organizaciones de 
trabajadores rurales y su función en el desarrollo 
económico y social (1977).
Núm. 151: Convenio sobre la protección del derecho 
de sindicación y los procedimientos para determinar las 
condiciones de empleo en la administración pública (1981).
Núm. 154: Convenio sobre el fomento de la negociación 
colectiva (1983).

Igualdad

Núm. 111: Convenio sobre la 
discriminación (empleo y ocupación) 
(1960).
Núm. 100: Convenio sobre igualdad 
de remuneración (1953).

Eliminación del trabajo infantil

Núm. 138: Convenio sobre la edad 
mínima (1976).
Núm. 182: Convenio sobre las peores 
formas de trabajo infantil (2000).

1.2. Implementación deficiente: evidencias

El número y las causas de las quejas presentadas ante el Comité de Libertad Sindical 
de la oit, dan apenas una idea de lo que está ocurriendo al respecto. Si se compara 
la situación de las Américas con el resto del mundo, se encuentra que desde 1951 
hasta 2007 el número de quejas presentadas al Comité de Libertad Sindical superó 
las del resto del mundo: 1394 vs. 1215. Además, las quejas en la región aumentaron 
sustancialmente en los últimos 17 años (1990-2007), tendencia que coincide con la 
ola de democratización de los países latinoamericanos. 44.8 por ciento de las quejas 
se interpusieron en este período, mientras que entre 1951 y 1989 —más del doble de 
años— el porcentaje fue 55.2 por ciento. Las quejas se concentraron principalmente 
en el sector público —donde existe mayor estabilidad laboral y se facilita el ejercicio 
de los derechos colectivos— y presentan diferencias importantes entre los países.6 

6	 Argentina, con 142, Colombia con 125 y Perú con 116, son los que han suscitado un mayor número de 
quejas. Los países centroamericanos (Guatemala, 77, Costa Rica, 68, Nicaragua, 62 y, El Salvador, 56, entre 
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Considerando en conjunto el tipo de agravios examinado por el Comité de Libertad 
Sindical, resulta que más de la tercera parte se refiere a hechos de discriminación an-
tisindical y más de la décima parte a obstáculos en relación con la negociación colec-
tiva. 74 por ciento de las quejas presentan al gobierno (60 por ciento) y la empresa 
pública (14 por ciento) como los principales infractores.7

Los problemas más frecuentes detectados por el Comité de Libertad Sindical en 
relación con el Convenio 87 son los obstáculos para que las organizaciones redacten 
sus normas internas, elijan a sus representantes y realicen su gestión sin intromisio-
nes. En cuanto al Convenio 98, los problemas radican en la falta de promoción y 
estímulo para la negociación colectiva que, como ya se dijo, ha tendido a debilitarse 
en la mayoría de los países (oit, 2007a).8

La información recogida por la Confederación Sindical Internacional muestra 
un panorama algo distinto al que resulta de las quejas presentadas ante los órganos 
de la oit, en tanto en 2006 el menor número de violaciones a los derechos sindica-
les habría ocurrido en el continente americano (930), seguido por Europa (1009), 
Oriente Medio (1408), África (3184) y Asia-Pacífico (8580). Sin embargo, el tipo 
de agravios revela que la situación en algunos de nuestros países es más grave, mien-
tras es en las Américas donde ocurrió el mayor número de muertes y amenazas de 
muerte por motivos sindicales (la mayor parte de las cuales ocurrió en Colombia), el 
mayor número de torturas y lesiones ocurrió en Asia y Pacífico, y el mayor número 
de arrestos, en África. Por el contrario, en Europa las violaciones más frecuentes son 
los despidos (ituc, 2007).

El número de quejas presentadas a la oit no debe interpretarse necesariamente 
como signo de una realidad laboral más desfavorable, sino tal vez de una mayor ca-
pacidad de los trabajadores organizados para exigir sus derechos. Resulta paradójico 
que Canadá, con un razonable grado de respeto a la autonomía y al ejercicio de la 
libertad sindical, haya generado casi el triple de quejas que los Estados Unidos y el 
doble que otros países, como Honduras (51) o México, donde las violaciones a es-
tos derechos son recurrentes y generalizadas (Anner, 2008; Bensusán, 2007a; ituc, 
2007). Una posible explicación —además de que estaríamos ante estrategias sindi-
cales diversas por múltiples razones— radicaría en que contextos institucionales más 
democráticos y sindicatos mejor organizados gracias a la mayor autonomía frente al 

otros) y Chile (79) han generado un número menor, al igual que México (44) y Uruguay (49), mientras que 
Estados Unidos alcanzó solamente 39. Frente a estos datos, contrasta el alto número de quejas relativas a Ca-
nadá (92).

7	 Sánchez Zegarra y Rodríguez Calderón, 2007; qvilis, base de datos, www.oit.org.pe/qvilis_mundial.
8	 Excepciones al respecto las encontramos en Uruguay (Ermida, 2006) y Argentina (Palomino, 2008).
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Estado y las empresas y las mejores garantías para el ejercicio de los derechos colecti-
vos, entre otros factores, crearían un clima más favorable a la denuncia de prácticas 
antisindicales de diverso tipo. 

La situación de los estándares laborales fundamentales en seis países seleccionados 
revela que la problemática es relativamente semejante en todos ellos, pero el incum-
plimiento asume modalidades particulares, como se ilustra en el siguiente recuadro 
de síntesis. 

•	 Gran parte de la legislación nacional no se adecua a los compromisos contraídos 
con la firma de los convenios internacionales, por lo que sería necesario hacer re-
formas en esa dirección para aumentar su alcance y efectividad. 

•	 Las violaciones de derechos colectivos son recurrentes en la mayoría de estos países 
y constituyen un problema particularmente grave en donde existen zonas francas 
(Panamá) o donde se desarrolla con intensidad la industria maquiladora de expor-
tación (México y República Dominicana). 

•	 La flexibilidad laboral y la extensión de nuevas y viejas formas atípicas de contra-
tación han afectado a los sindicatos en todas partes limitando su capacidad de ex-
pansión y minando su membresía. 

•	 Las prácticas pueden ser diferentes, pero dan lugar al mismo resultado: pactos co-
lectivos o simplemente el uso de violencia para eludir una auténtica sindicalización 
en Colombia; “acuerdos directos” con organizaciones “solidaristas” en Costa Rica 
y “contratos colectivos de protección al empleador” en México, llevan todos a la 
unilateralidad en la determinación de las condiciones de trabajo.

•	 El alcance de las violaciones a los estándares laborales puede afectar en forma dife-
renciada a los trabajadores, creándose sectores y grupos particularmente vulnerables. 

•	 Países que han ratificado los ocho convenios fundamentales —como Colombia, 
Panamá o Perú— experimentan violaciones sistemáticas de los derechos sindica-
les en prácticamente todos los estándares, lo que confirma su inefectividad. En 
Colombia, la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y recomendacio-
nes de la oit (ceacr) comprobó en 2006 que allí está en juego la vida de quienes 
defienden los estándares laborales (más de 220 muertes entre 2004 y 2006). Se 
han denunciado además los vínculos entre las empresas trasnacionales y los grupos 
paramilitares. La consecuencia fue la generalizada caída de la tasa de sindicalización 
a sólo 4.6 por ciento de la población activa, mientras que la negociación colectiva 
cubría apenas 	el 1.17 por ciento en 2004, tal vez uno de los porcentajes más bajos 
de la región y, seguramente, hoy menor al de entonces. 



E
st

án
da

re
s 

la
bo

ra
le

s 
y 

ca
lid

ad
 d

e 
lo

s 
em

pl
eo

s 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

ti
na

23

 Fuente: elaboración propia con datos de la ituc, 2007.

Las consecuencias de que la voz de los trabajadores no pueda expresarse dentro 
de la empresa y no existan (más que excepcionalmente) interlocutores y espacios de 
verdadero diálogo social en América Latina (como se han configurado en Uruguay, 
Brasil o Argentina), son de muy diversa naturaleza. La negociación colectiva se debi-
lita cuando —como lo muestra la experiencia europea—9 más debería aprovechar-
se como instrumento para adaptar las condiciones de trabajo a las características de 
los sectores y las empresas e impulsar formas de regulación y de flexibilidad interna 
que no solamente no perjudiquen la calidad de los empleos, sino que hagan posible 
su mejoramiento, facilitando la protección de trabajadores atípicos y el aumento de 
la productividad. En México y en algunos países centroamericanos, esta carencia ha 
alentado una estrategia competitiva fracasada, que apuesta exclusivamente a la reduc-
ción de los costos laborales y no incentiva la innovación tecnológica y organizativa 
ni la capacitación necesaria para atraer empleos de alto valor agregado. Tanto México 
como Costa Rica, entre otros, están perdiendo numerosos empleos como consecuencia 
de esta apuesta ante la competencia de países vecinos con condiciones laborales más 
precarias y favorecidos por el cafta. La industria maquiladora de prendas de vestir 
es una de las más representativas de esta tendencia.10

9	 Commission of the European Communities (2006).
10	 Costa Rica: “Cierran tres fábricas de vf por caída de exportaciones”, disponible en http://es.maquilasolidarity.

org/node/611

•	 El contexto institucional democrático y el mayor equilibrio entre el poder de ne-
gociación de los actores juegan a favor del respeto a los estándares laborales fun-
damentales, aunque no se hayan ratificado todos los convenios, como lo muestra 
Canadá. Con un número menor de ratificaciones y con restricciones legales pro-
vinciales y en la práctica, las violaciones se concentran en determinados sectores 
(esencialmente trabajadores del sector público) o en empresas transnacionales co-
nocidas mundialmente por su actitud antisindicalista, como Wal-Mart. En con-
traste con Colombia, la tasa de sindicalización en Canadá era de 30.7 por ciento 
en 2005, con una pérdida de solamente dos puntos porcentuales respecto de la 
existente en 1977 (Yates, 2007).
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Cabe señalar que la intensa actividad realizada por el ceacr y el Comité de 
Libertad Sindical contra la violación de los estándares laborales se tradujo en obser-
vaciones y recomendaciones muy puntuales que reflejan un conocimiento profundo 
de las diversas realidades nacionales en la región. Sin embargo, en gran parte de ellas 
ha sido ignorada por los gobiernos respectivos, lo que revela la necesidad de contar 
con instrumentos coactivos de aplicación de los estándares laborales fundamentales 
en todos los niveles: local, regional y global. Y es que la Declaración de los Derechos 
y Principios Fundamentales de la oit (1998) es de naturaleza voluntaria y utiliza un 
enfoque “promocional” carente de sanciones, sin poder aprovecharse para cuestionar 
ventajas comparativas entre los países, aunque sean indebidas. Como fuera advertido 
en su oportunidad, tanto esta declaración como los intentos de construir un instru-
mento multilateral efectivo que vincule los estándares laborales, el comercio y las in-
versiones en el seno de la ocde, han fracasado. Ello se debe a que han sido inscritos 
en los dogmas neoliberales que dominaron a las organizaciones internacionales des-
de los años ochenta en el sentido de que “el desarrollo económico puede ser mejor 
asegurado removiendo las barreras al libre flujo de las fuerzas del mercado, acompa-
ñado de una fuerte protección de los derechos de propiedad” (Hepple, 1999: 356). 
El resultado es que los estándares laborales fundamentales no han podido frenar las 
estrategias competitivas basadas en el deterioro de los empleos, además de que per-
sisten malas condiciones de trabajo en sectores alejados del comercio internacional.

II. La calidad de los empleos y el enforcement de los estándares laborales

2.1. Algunos indicadores	

La calidad de los empleos en América Latina se deterioró en el escenario de la glo-
balización a pesar del alto número de convenios fundamentales ratificados y de que 
existía en la mayor parte de los países una regulación nacional tendiente a proteger a 
los trabajadores asalariados en situaciones críticas y a corregir la desigualdad propia 
de las relaciones de empleo. Ello se debe, entre otros factores, a que se flexibilizaron 
las normas, se debilitó la legitimidad de la protección a los trabajadores, se toleró la 
violación sistemática de sus derechos para evitar el aumento del desempleo y no se 
adoptaron a tiempo las políticas públicas capaces de proteger a los grupos más vulne-
rables de las consecuencias adversas de la mayor movilidad laboral (Tokman, 2007).

El aumento de los contratos atípicos y los contratos estándar de duración flexible, 
que se volvieron la regla en muchos países, trajo problemas para identificar quién tra-
baja para quién y dificultó el ejercicio de los derechos fundamentales, por ejemplo el 
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de asociación. Solamente uno de cada cuatro trabajadores de la región tenía en 2005 
contrato por tiempo indefinido (cepal, 2006: 125). En una proporción aún menor, 
uno de cada diez trabajadores tenía un contrato estándar en Bolivia y Guatemala, al-
canzando a 15 por ciento de los trabajadores en México y Ecuador (Tokman, 2007: 
94). En promedio, con base en estimaciones de cinco países (Colombia, Ecuador, 
México, Panamá y Perú), se calcula que más de 60 por ciento de los trabajadores la-
tinoamericanos ocupa empleos informales (personas que de hecho o de derecho no 
están protegidos por la legislación laboral y de seguridad social), sea en el sector for-
mal o en el informal. Es también muy alta la proporción de empleos informales entre 
los asalariados, ya que en promedio afecta en los cinco países analizados a casi 50 por 
ciento de éstos, con variaciones importantes: en algunos casos, como Ecuador, alcan-
za a más de 70 por ciento, pero en Panamá es de 27 por ciento. 40 por ciento de los 
asalariados carece de prestaciones básicas como la atención a la salud y las pensiones. 
Entre los más desprotegidos se encuentran los trabajadores independientes, los tra-
bajadores domésticos, los jornaleros agrícolas y los que están ocupados en unidades 
productivas de hasta cinco trabajadores (oit, 2007a).

Como resultado del incremento de las tasas de crecimiento económico de la re-
gión, mejoraron recientemente algunos indicadores como la tasa de desempleo y, 
en menor medida, los salarios reales. Sin embargo, las mejoras no significan que los 
ocupados tengan un trabajo decente (oit, 2007a). Algunos grupos, como los indíge-
nas, los afrodescendientes, las mujeres y los jóvenes, experimentan un déficit mayor 
de trabajos decentes y tienen una probabilidad mayor de ocupar empleos informales, 
sea por “escape” o por “exclusión”, o de estar desempleados (Perry, Maloney, Arias, 
Fajnzylber, Mason, Saavedra-Chanduvi, 2007). 

Salvo por lo que se refiere a la libertad de asociación, el resto de los estándares labora-
les fundamentales —prohibición del trabajo forzoso y del trabajo de menores e igualdad 
de oportunidades y de trato— tiene una capacidad muy limitada para contrarrestar estas 
tendencias negativas si no están acompañados de regulaciones nacionales que ofrezcan 
otros mecanismos efectivos de protección, considerando la heterogeneidad de los em-
pleos y las altas tasas de rotación laboral.11 De esta manera, la obtención de un trabajo 
decente, en la región, seguirá dependiendo esencialmente de un conjunto de normas na-
cionales que han sido diseñadas bajo supuestos que se alejan de la realidad: un trabajador 
con contrato estándar (indefinido, de tiempo completo y con un empleador claramente 

11	 Por ejemplo, seguros de desempleo, sistemas de capacitación permanentes, acceso rápido a indemnizaciones jus-
tas y protección para todos los trabajadores, independientemente de si son asalariados o no, principalmente en 
las distintas transiciones: de la escuela al trabajo, del trabajo al desempleo y de la vida laboral activa a la pasiva.
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identificable) en grandes empresas y sectores con alta sindicalización, como el público 
y la manufactura. Por tanto se requiere considerar que la proporción de trabajadores 
que ocupa un empleo asalariado con acceso a protección tiende a convertirse en una 
minoría, además de que una parte significativa trabaja en unidades productivas que no 
pueden hacerse cargo de los costos laborales o bajo relaciones triangulares en donde el 
responsable de cumplir las obligaciones laborales no siempre es claro (Tokman, 2007).12 

2.2. La decisión de cumplir: la importancia del enforcement

La identificación de los factores que influyen sobre el diverso grado de cumplimiento 
de la legislación laboral y de seguridad social en América Latina, y sobre las causas 
y los niveles de informalidad laboral, es algo que genera discrepancias entre investi-
gadores y responsables de las políticas públicas, y que requiere mayores esfuerzos de 
investigación. Dos cuestiones están interrelacionadas en la decisión de cumplir o no 
con las regulaciones estatales o internacionales: los problemas de diseño normativo y 
los que se relacionan con el sistema de enforcement, cuya naturaleza suele variar según 
cómo se perciban las causas del incumplimiento: como el resultado de un cálculo de 
costos y beneficios o de la simple ignorancia o incapacidad de cumplir. Por una parte, 
el mejor de estos sistemas no podría contrarrestar las resistencias frente a una regula-
ción que no tomara en cuenta las posibilidades reales de ser cumplida o no fuera va-
lorada ni reclamada por sus beneficiarios porque no ofrece un remedio eficaz para los 
riesgos y los conflictos que debe ayudar a prevenir o superar. Pero la legislación mejor 
diseñada (además de que no existen los diseños “óptimos”) de poco serviría si no hu-
biera un aparato de enforcement (público o privado) capaz de motivar el cumplimiento 
voluntario, haciendo creíble la amenaza de castigo y elevando, en la percepción de los 
posibles evasores, el costo de no cumplir. Ambos aspectos implícita o explícitamente 
han sido tomados en cuenta en las reformas recientes de la legislación laboral y en 
las estrategias de modernización que las administraciones laborales en la región han 
seguido (Cook, 2007; Bensusán, 2008a).

12	 Si bien la oit rechaza la conveniencia de establecer un régimen especial para las mpymes (micro, pequeñas y 
medianas empresas), se ha propuesto en cambio un procedimiento especial de fiscalización, jerarquizando a la 
vez la importancia de los derechos laborales básicos, cuya violación daría lugar a sanciones, respecto de otros 
que podrían dar lugar a otro tipo de estrategias encaminadas al cumplimiento. Un ejemplo es la medida adopta-
da en Chile en 2001 para los que infringen por primera vez una norma laboral en las empresas de menos de diez 
trabajadores, quienes pueden dejar de pagar la multa correspondiente en caso de que asistan a un curso de capa-
citación destinado a mejorar su habilidad para cumplir (oit, 2006b).
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Sin embargo, sigue abierto el debate acerca de cuál es la mejor manera de reforzar 
el cumplimiento de las normas, en tanto las estrategias de enforcement basadas en la 
aplicación de sanciones no han conducido a una cultura de cumplimiento. Con base 
en este fracaso, pero sin evaluar cuidadosamente sus causas, se promovió a partir 
de los años noventa un nuevo enfoque, basado en la prevención y la asesoría.13 Este 
enfoque supone que el incumplimiento es por lo general producto de la ignorancia 
o de las características particulares de quienes deben respetar las normas y no de un 
cálculo racional de costos y beneficios (Piore y Schrank, 2007; oit, 2006b). En lugar 
de castigar se apuesta más al “cumplimiento voluntario” y se considera conveniente 
adaptar las sanciones en aquellas empresas incapacitadas, técnica o económicamen-
te, para atender sus obligaciones con los trabajadores, tratando a gran parte de las 
reglas laborales como normas sociales (informales) más que formales, sujetas a una 
sanción.14 Aunque esta visión ha sido igualmente cuestionada por los magros resul-
tados alcanzados con su deficiente instrumentación, en la mayor parte de los países 
latinoamericanos nadie discute hoy que, en cualquier caso —se privilegie la sanción 
o la asesoría—, lo importante es contar con una estrategia de enforcement público con-
sistente y apoyada con los recursos humanos y materiales necesarios para que resulte 
efectiva (Piore y Schrank, 2007).15 

13	 Ante la ausencia de investigación suficiente sobre la calidad del enforcement, se opaca el hecho de que, salvo 
excepciones, no hubo nunca en América Latina una estrategia racional dotada de los instrumentos y recursos 
necesarios para detectar y sancionar a los evasores y generar confianza en los trabajadores. No obstante, hay que 
reconocer que tampoco se ha logrado poner en práctica una estrategia pedagógica con posibilidades reales de 
modificar la posición de los empleadores frente al cumplimiento de las normas laborales, aunque fuera deseable, 
lo que muestra que el problema radica menos en el tipo de estrategia y más en la falta de real voluntad política 
para imponer las normas laborales a los incumplidores, en tanto se ha preferido tener tasas de desempleo más 
bajas a costa de la calidad de los empleos (Bensusán, 2008a). 

14	 Este enfoque encuentra un importante respaldo en la teoría de la elección racional. Desde esta teoría se cues-
tionan las “estrategias basadas en la desviación” (es decir, en el supuesto de que predominará la tendencia a no 
cumplir las normas) a través de la imposición de sanciones en un sentido amplio (castigos y recompensas), ca-
paces de motivar a los incumplidores a respetar las reglas (Petit, 2003: 96-105). Se argumenta que la existencia 
de sanciones incentiva a un mayor incumplimiento porque hacen saber a los cumplidores que otros se están be-
neficiando con la evasión. 

15	 En esta dirección resultan de gran valor las aportaciones de quienes se preocupan por los problemas de evasión 
fiscal en la región, al discutir las teorías más frecuentemente utilizadas para explicar el cumplimiento de las nor-
mas —como la teoría de la disuasión, centrada en la capacidad de las autoridades para detectar y castigar a los 
infractores—, y que han propuesto nuevos enfoques y estrategias. Bergman postula que existe una asociación inver-
sa entre la legitimidad de la regla y el grado de enforcement necesario para asegurar un alto nivel de cumplimien-
to de la misma, y que, cuanto mayor sea el costo individual de cumplirla, más baja será su legitimidad. En este 
sentido, plantea que el valor social de la norma puede contrarrestar el efecto del puro análisis de costo-beneficio 
y “mitigar la tendencia natural a desafiar un cumplimiento costoso” (2005: 3). Si el valor social asignado a una 
determinada norma es alto, disminuyen los costos percibidos por su cumplimiento y aumenta la legitimidad de 
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El efecto de los diseños sobre el nivel de cumplimiento es visto desde diferentes 
perspectivas. En el marco de la difusión de los principios del Consenso de Washington 
—con mayor fuerza en la década de los noventa, cuando se impulsaron las reformas 
de “segunda generación”—, se puso el énfasis, en América Latina, en el alto costo de 
cumplimiento de las regulaciones laborales y las contribuciones de seguridad social, y 
en su inadecuación a un entorno cambiante, por lo que se recomendaba bajar dichos 
costos y eliminar las reglamentaciones exageradas. A la par se debilitaba la acción de 
la oit para mejorar el nivel de ratificaciones y propugnar por el cumplimiento de los 
convenios por parte de los estados nacionales. Supuestamente la reducción de los cos-
tos laborales y la flexibilidad conducirían a un mejor desempeño económico y de los 
mercados de trabajo, tal como sigue sosteniendo el Banco Mundial en su conocida me-
todología “Doing Bussiness” (bm, 2007, y Márquez y Pagés-Serra, 2008: 77). 

Las evidencias muestran que por esta vía no sólo no se logró mejorar la cobertura 
de la legislación, sino que tendió a reducirse.16 Por ello, sin abandonar la preocu-
pación por los costos laborales y la rigidez de las regulaciones, hoy se presta mayor 
atención a las insuficiencias de los diseños, principalmente por el cambio de supues-
tos que dieron origen a la legislación laboral y por la necesidad de proteger a quienes 
ocupan empleos atípicos, a los trabajadores independientes y a los que se encuentran 
en la zona gris entre la autonomía y la subordinación (Tokman, 2007). En cuanto a 
los mecanismos destinados a reforzar el cumplimiento de las normas laborales y de 
seguridad social, se advierte la necesidad de considerar las “fallas” de Estado y sus po-
sibles remedios (como las políticas para combatir el trabajo no registrado), en tanto 
pueden estar explicando al menos una parte de la expansión del empleo informal entre 
los asalariados en las dos últimas décadas (Perry, Maloney, Arias, Fajnzylber, Mason 
y Saavedra-Chanduvi, 2007).

Fuera del ámbito académico, tanto la oit como la Confederación Sindical Mundial 
han cuestionado la visión simplista del bm porque desatiende los resultados de diversas 

la norma, todo lo cual hace que el nivel del enforcement requerido sea diferente en el caso de sociedades que no 
valoran de la misma manera una determinada norma. Además se destaca el peso del contexto institucional en el 
que las normas deben ser cumplidas: donde el incumplimiento está muy extendido y existen “equilibrios de in-
cumplimiento”, se requieren estrategias más fuertes y perdurables para revertirlos (Bergman y Nevarez, 2005). 

16	 Por ejemplo, la cobertura de la seguridad social cayó en los sectores formal e informal entre 1990 y 2004 en va-
rios países (Brasil, Uruguay, Ecuador, Perú y Venezuela, entre otros). La cobertura ha sido siempre muy baja en 
países centroamericanos, como El Salvador (29% de los ocupados), pero una excepción la ofrece Costa Rica, 
con una cobertura de 62 por ciento (oit, 2006a; y cepal, 2006). En relación con el problema de los costos la-
borales, véanse Stallings y Peres, 2000; Weller, 1998, y Weller y Van Gelderen, 2006. En torno a las reformas 
laborales y a la seguridad social en las dos últimas décadas, véanse Vega Ruiz, 2005; Mesa Lago, 2007; Goldín, 
2007; Uthoff, 2006; y Cook, 2007. 
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investigaciones donde queda claro que ni los efectos de las regulaciones laborales son 
tan negativos como se pretende ni los altos niveles de protección están necesariamente 
asociados con bajos niveles de cumplimiento (oit, 2007b; Weller, 1998; Weller y Van 
Gelderen, 2006; Bensusán, 2006; y Marshall, 2007). Un análisis comparativo en cuatro 
países de América Latina (Argentina, Brasil, Chile y México) en el que se estudia a pro-
fundidad el desempeño institucional, muestra que países con regulaciones de niveles de 
protección diferentes (México con regulaciones de alto perfil vs. Chile con regulaciones 
flexibles) tienen bajos niveles de efectividad. En cambio, otros con niveles intermedios/ 
altos de protección, según el rubro considerado (Argentina y Brasil), tienen una efec
tividad mayor, lo que estaría asociado a un mejor nivel de enforcement.17 

Con mayor alcance y conclusiones semejantes, un estudio para quince países lati-
noamericanos en los que existe significativa variación en los niveles de incumplimiento 
de la obligación de inscribir a los trabajadores en la seguridad social, encuentra que 
uno de los factores más influyentes (además de los niveles de desarrollo económico 
medido por el pib per cápita) es la percepción que se tiene respecto del control de 
la corrupción. Esta percepción se relaciona a su vez con los niveles de enforcement.18 
Se sostiene que, ante la escasa fiscalización, la propensión a evadir las reglas es ma-
yor independientemente de cuál sea el costo de las regulaciones y que se trata de un 
problema generalizado. Está presente tanto en sectores de exportación como en otros 
destinados al mercado interno, e incluso es más significativa en actividades como la 
construcción (Marshall, 2007: 14). Ello explicaría en parte por qué países que hicie-
ron reformas laborales, ganaron flexibilidad y redujeron costos, mostraron de todas 
maneras niveles crecientes de incumplimiento tal como sucedió con Argentina.

De ahí que algunos gobiernos de la región estén volviendo a preocuparse por me-
jorar la capacidad de fiscalización del cumplimiento de las normas laborales —el ca-
so de la Inspección del Trabajo (it) y el sistema de Justicia laboral (jl)— destinando 
mayores recursos y dando mayor jerarquía a estas instancias (Piore y Schrank, 2007; 
Bensusán, 2008a). Otro recurso ha sido el reconocimiento de una interlocución más 
amplia con los sindicatos, a la vez que posibilitar, o en su caso mejorar, la calidad de la 

17	 La efectividad de la legislación es medida en este estudio combinando varios indicadores: cobertura de la segu-
ridad social, desempeño de la inspección del trabajo, demandas de los trabajadores ante la justicia laboral por 
despido injustificado, etc. (Bensusán, 2006). 

18	 Una de las limitaciones de este estudio, debido a problemas de falta de información comparable para el conjun-
to de países, es que la variable dependiente nivel de incumplimiento solamente se mide por la cobertura de los 
trabajadores en la seguridad social. Sin embargo, como bien advierte su autora, los niveles de incumplimiento 
varían sustancialmente según el tipo de regulación laboral de que se trate (horas de trabajo, salarios, derechos 
colectivos, seguridad e higiene, etc). Otro problema es la calidad de los indicadores, como es el caso de los uti-
lizados para medir la presencia sindical y la capacidad de fiscalización (Marshall, 2007: 16).
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representación de los grupos más vulnerables, que no forman parte del cada vez más 
estrecho núcleo de trabajadores asalariados organizados. En este terreno se requieren 
todavía nuevas formas de representación más apropiadas al carácter atípico o temporal 
de los empleos, al cambio en la composición por edad y género de la fuerza de tra-
bajo, a la emergencia de nuevas identidades, y a la movilidad entre empleos formales 
e informales. Los sindicatos deben, por tanto, cambiar sus estructuras y enfoques para 
representar a través de nuevos mecanismos y estrategias a estos heterogéneos contingentes 
con empleos de mala calidad. Si bien este requerimiento suele ser compartido por 
la gran mayoría de las organizaciones sindicales, registra todavía un lento avance en 
los hechos, y ha abierto espacio para que otras organizaciones más flexibles participen 
activamente en las luchas por mejorar la calidad de los empleos en la globalización 
(Castillo y Orsatti, 2006, y RSM, 2007).

III. Globalización e implementación de estándares laborales: una estrategia 
compleja

3.1. Límites de la responsabilidad social empresarial

La reflexión sobre cómo mejorar la calidad de los empleos en un entorno particular-
mente adverso como el de la globalización se ha revitalizado sustancialmente en la 
última década. Parte del debate teórico ha girado en torno a las ventajas o desven-
tajas de los derechos humanos laborales en su dimensión universalista frente a los 
derechos sociales ciudadanos que toman en cuenta las particularidades de las normas 
basadas en la dependencia de las trayectorias de los países. Igualmente, el debate ha 
girado en torno a las potencialidades y limitaciones de los mecanismos públicos y 
privados de enforcement. 

Uno de los casos más estudiados al respecto es el de la industria del vestido, fuer-
temente afectada por la reestructuración productiva y ejemplo de “subcontratación 
internacional extendida”, que pone de manifiesto una de las paradojas de la globali-
zación, en donde un trabajador a domicilio de una ciudad latinoamericana o asiática 
remota puede estar conectado a través de los proveedores con una marca internacional 
que distribuye las prendas en los grandes centros comerciales de los países desarro-
llados. Por una parte, las empresas transnacionales compradoras de las prendas de 
vestir han tenido que asumir un importante papel en la supervisión de las condicio-
nes de trabajo a lo largo de la cadena productiva distribuida en diversos países, con 
marcadas asimetrías laborales, debido a la presión de los consumidores y de diversas 
instituciones como universidades e iglesias. Por otra, ellas mismas imponen a sus 
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proveedoras en los países en desarrollo un “modelo de negocios” que afecta el cum-
plimiento de los derechos laborales. El análisis de diversas experiencias de defensa de 
los trabajadores de esa industria a lo largo de las cadenas productivas dispersas por 
el mundo corrobora esta paradoja y sugiere que la vía centrada en la responsabilidad 
social de las empresas transnacionales presenta no pocas desventajas, como lo mues-
tran diversas investigaciones (Seidman, 2007; Locke, Kochan, Romis, Qin y 2007; 
Bensusán, 2007b, y RSM, 2008) y se resume en el siguiente recuadro.19

19	 El caso de la industria del vestido en México es muy ilustrativo de los límites de las “iniciativas privadas” como 
instrumento para hacer efectivos los estándares laborales fundamentales, al no poderse identificar efectos po-
sitivos en la condición laboral y dejar fuera de toda protección a los y las trabajadores y trabajadoras ubicados 
en talleres clandestinos y en los domicilios, donde en situaciones críticas como las que atraviesa esa industria 
suelen generarse los empleos. Los trabajadores se enfrentan a constantes violaciones a sus derechos laborales 
como malos tratos, discriminación y acoso sexual, situación que apenas mejora con la existencia de los códigos 
de conducta. Las prácticas antisindicales son generalizadas y se cierran las fábricas en donde se logra el triunfo

•	 Es una estrategia limitada a un número de productos, generalmente suntuarios y 
con un origen identificable.

•	 Son los consumidores de los países desarrollados los que pueden hacer que las em-
presas transnacionales suscriban los códigos de conducta y acepten los monitoreos 
independientes; ellos deciden cuáles derechos hay que defender y cuáles fábricas 
supervisar. 

•	 El éxito o el fracaso de las estrategias, que muchas veces terminan con el cierre 
de las empresas, depende del activismo internacional, sin que los trabajadores y 
sindicatos de los países en desarrollo se vuelvan los protagonistas de las luchas, al 
limitarse a proporcionar información. 

•	 La decisión de las marcas de adoptar o no compromisos laborales a través de sus pro-
pios códigos de conducta, los códigos de interés múltiple (auspiciados por múltiples 
actores) y de otras iniciativas, así como los monitoreos independientes, es discrecio-
nal. Estos compromisos suelen ser aprovechados para eludir el trato con sindicatos 
y adoptar en su lugar el trato con organizaciones no gubernamentales defensoras de 
los derechos humanos que carecen del suficiente poder para hacerlos efectivos.

•	 El activismo internacional ha redefinido los derechos laborales basados en la ciu-
dadanía para visualizarlos como derechos humanos laborales, colocando a las 
transnacionales como “blanco” y dejando de presionar a los Estados para lograr 
su cumplimiento.
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3.2. De los derechos ciudadanos a los derechos humanos. 
¿Alternativas o complementos?

De todos los problemas señalados en el recuadro, el último es tal vez el más grave. 
Los “derechos humanos” o los “estándares laborales fundamentales”, incluidos en los 
códigos de conducta de las empresas trasnacionales o de iniciativas múltiples, son di-
señados con una perspectiva universal y minimalista, borrando las diferencias locales 
y pensando en las necesidades y preocupaciones comunes que pueden ser impuestas 
a todos los países y sectores independientemente de su nivel de desarrollo. Por el con-
trario, los derechos laborales y sociales ciudadanos contenidos en las normas constitu-
cionales y legales son el resultado de procesos históricos determinados que no deberían 
ser ignorados por el activismo internacional (Seidman, 2007). Al menos en América 
Latina, donde la legislación nacional supera por mucho (en el papel) el contenido de 
los derechos humanos fundamentales, y donde el Estado tiene importantes instru-
mentos de intervención, el viraje podría significar un retroceso, y una grave pérdida de 
protección para los trabajadores. Muchas veces los activistas internacionales visualizan 
como avances medidas superficiales o cambios cosméticos, mientras se mantienen las 
restricciones para la acción colectiva y las pésimas condiciones de trabajo, despreocu-
pándose por el mal desempeño de las instancias nacionales de enforcement, como la 
it y la jl, alejadas del escrutinio internacional (Bensusán, 2008b). 

Sin cuestionar la validez de estos argumentos, se sostiene que la promoción de los 
derechos humanos laborales y los códigos de conducta privados que los retoman 
no debería verse como una alternativa a la presión sobre el Estado para que mejore 
su capacidad de enforcement, sino como un complemento (Locke, Kochan, Romis, 
Qin, 2007). La experiencia latinoamericana en sectores fuertemente impactados por 
procesos de subcontratación internacional, como la industria maquiladora de exporta-
ción, indicarían que esta estrategia no debería descartarse, sino más bien aprovecharse, 
utilizando todo aquello que pueda potenciarla. Entre otras razones, ello obedece a la 
necesidad de modificar la percepción negativa que todavía se tiene sobre las consecuen-
cias del respeto de los estándares laborales en el flujo de las inversiones, algo que 

	 a través del reconocimiento de un sin dicato verdadero y la firma de un contrato colectivo. En suma, la eviden-
cia indica que los empleadores no quieren sindicatos, los trabajadores que se organizan terminan perdiendo el 
empleo, existen listas negras que le impiden encontrar otros y el acceso a la justicia está rodeado de todo tipo 
de obstáculos. Excepcionalmente, la combinación de instrumentos y actores (nacionales e internacionales) ha 
arrojado resultados positivos pero la ausencia de un contexto institucional apropiado termina por desgastar a 
los trabajadores y sus aliados nacionales y del exterior, sin ganancias medibles por lo que se refiere a la calidad 
de los empleos (Bensusán, 2007b).
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requiere del respaldo de las empresas transnacionales y de los organismos financieros 
internacionales. Hay que considerar también las ventajas que presentan las organiza-
ciones flexibles, como las ong, para expresar las nuevas identidades sociales basadas 
en diferencias de género, étnicas o en preferencias sexuales y, en general, para luchar 
contra toda forma de discriminación, sin que ello suponga la expectativa de reempla-
zar el papel de los sindicatos en la negociación de las condiciones de trabajo (Piore 
y Safford, 2006). Prueba de lo anterior es el hecho de que en muchos países centro-
americanos y en México, gran parte de la movilización para lograr el cumplimien-
to de los derechos de los trabajadores ha quedado a cargo de dichas organizaciones, 
y en algunos sectores no hay prácticamente registro de luchas que alcancen el éxito 
sin su participación, como ocurre en la industria maquiladora de prendas de vestir 
(Bensusán, 2007b). Por último, a partir de experiencias aisladas, subsiste la expecta-
tiva de que la responsabilidad social de las empresas pase de una fase “reactiva” a otra 
“proactiva”, para convertirse en un tema de “innovación en el conjunto de procesos 
empresariales y de toma de decisiones”, mejorando la capacidad de las empresas para 
crear buenos empleos. Aunque son pocas las evidencias de que así hubiera ocurrido, 
entremezclados con signos de desencanto se observan algunos destellos de revitaliza-
ción, especialmente en lo que se refiere a los esfuerzos por adoptar códigos de conducta 
universales que remiten a las legislaciones nacionales y amplían su contenido hacia el 
respeto de los derechos colectivos y el pago de salarios dignos, aspectos descuidados en 
gran parte de los códigos (RSM, 2008). 

Si bien los monitoreos privados realizados por organizaciones o expertos indepen
dientes han generado una mayor credibilidad que los que quedan a cargo de las empre-
sas transnacionales y llegan a tener algún impacto cuando se cuenta con los recursos 
adecuados para su implementación y se incluyen castigos a los proveedores que incum-
plen, conviene considerar que gran parte de las limitaciones que habría que superar 
son muy semejantes a las que se observan en las estrategias de enforcement público a 
cargo de las it de la región.20

20	 Los problemas más importantes son los siguientes: la práctica de anunciar previamente la inspección alienta el 
encubrimiento de las verdaderas condiciones de trabajo; no se utilizan procedimientos para asegurar dónde se 
realiza la producción; hay niveles desiguales de fiscalización según quien realiza la auditoría y, por lo general, 
el contacto con los trabajadores es poco frecuente o superficial; se dejan sin fiscalizar aspectos clave, como 
la inscripción correcta de los trabajadores en las instituciones de seguridad social y la alta rotación del personal 
a cargo de los monitoreos y la falta de sistematización de los resultados obtenidos impide su aprovechamien-
to; la fuerte competencia entre los grupos encargados de los monitoreos y la resistencia a aceptar la cooperación 
de los sindicatos debilitan los procedimientos, además de que no hay esfuerzos para combinar los monitoreos 
privados con los que debería realizar la it de manera que se expanda la fiscalización a lo largo de las cadenas 
productivas (Bensusán, 2007b y 2008a).
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3.3. Nuevos y viejos instrumentos: revalorando el enforcement público

En la actualidad se han diseñado instrumentos mucho más complejos que los moni-
toreos privados controlados por las marcas internacionales y los independientes que, 
en su versión más ambiciosa, pretenden atacar la “causa de raíz de los incumplimien-
tos”, promover estándares laborales “sustantivos” y hasta construir un “sistema global 
de justicia”. Es el caso del enfoque sistémico propuesto para una industria como la de 
prendas de vestir, cuyo modelo de negocios se caracteriza por bajos precios, cambio 
vertiginoso de la moda y alta movilidad geográfica (Locke, Qin y Brause, 2006; Locke 
y Romis, 2006; y Locke, Kochan, Romis y Qin, 2007). Este enfoque “sistémico” parte 
de la comprobación de que los efectos del monitoreo privado son limitados y dependen 
principalmente de tres factores: el nivel de enforcement de cada país, las características 
de las empresas (a mayor antigüedad y tamaño, mayor nivel de cumplimiento), y el 
tipo de vínculo entre el proveedor y la empresa transnacional (a mayor nivel de inte-
racción, mejores condiciones de trabajo).21

Con base en el incremento de la asistencia técnica a los proveedores y en la im-
portancia de la organización del trabajo, se buscaría promover incentivos positivos así 
como relaciones más estables y justas entre las marcas internacionales y los contratistas 
ubicados en todo el mundo, a cambio de mejores precios y del compromiso de respetar 
los estándares laborales internacionales, incluyendo salarios remuneradores y dignos 
que tomen en cuenta el costo de la vida en las distintas localidades. Esto presupone el 
reconocimiento de sindicatos democráticos y representativos encaminados a negociar 
las condiciones de trabajo —lo que constituye uno de los problemas más destacados 
en esa industria—, pero no se limita a ello. De esta forma, las marcas podrían selec-
cionar a sus proveedores según su disposición a volverse “eficientes, cooperativos y tal 
vez éticos” (Locke y Romis, 2006: 39). 

Aunque el poder de sanción de las marcas sobre los proveedores es una condición 
para que los Códigos de Conducta y otras iniciativas tengan algún efecto, debe ad-
vertirse que el enfoque sistémico descrito es sobre todo una propuesta académica sin 
un marco institucional propicio para desarrollarse. Podría ser impracticable debido a 
los cuantiosos recursos y compromisos que se necesitarían para brindar asesoría técni-
ca a las empresas proveedoras, sobre todo las más alejadas de la marca internacional, 
donde la calidad de los empleos es menor. Además, la principal debilidad es que no 
se pone suficiente atención en la importancia del enforcement público y del contexto 

21	 Esta conclusión se basa en el resultado de 800 auditorías realizadas a lo largo de la cadena de proveedores de 
Nike (Locke, Kochan, Romis y Qin, 2007).
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institucional más amplio en el que los estándares laborales deben ser cumplidos, tal 
como lo sugiere el diagnóstico resultante de distintas investigaciones (Seidman, 2007; 
Locke, Kochan, Romis y Qin, 2007; Bensusán, 2007b). 

Es justamente en este campo donde pueden identificarse experiencias recientes 
exitosas, aunque todavía aisladas. En Estados Unidos, la intervención del gobierno 
fue fundamental para mejorar el respeto de los estándares laborales a lo largo de la 
cadena productiva del vestido ubicada en ese país, particularmente en lo referente al 
pago del salario mínimo (Weil, 2005). Después del abandono de que fue objeto en los 
ochentas y noventa, la mayor parte de los países (Argentina, Brasil, Uruguay, Chile, 
Colombia, Venezuela, Costa Rica, Nicaragua, República Dominicana y, en menor 
medida, México, entre otros) han reorientado las estrategias de la it, modificado sus 
estructuras y/o ampliado sus recursos para mejorar su cobertura y eficacia, en especial 
en las condiciones de seguridad e higiene en el trabajo. Con todo, siguen presentando 
serios problemas para fiscalizar aquellos lugares donde la mala calidad de los empleos y 
la violación de los estándares laborales fundamentales son mayores (Bensusán, 2008a). 
Se hacen reformas institucionales para asignar a la empresa beneficiaria la responsabili-
dad laboral a lo largo de las cadenas productivas y el Estado fiscaliza que así se asuma. 
Chile adoptó en 2006 una nueva legislación en materia de subcontratación y agencias 
de suministro de mano de obra que concede mayores facultades de fiscalización a la 
autoridad laboral y compromete a las empresas beneficiarias a vigilar por sí mismas el 
cumplimiento de los derechos de los trabajadores por parte de sus proveedores, a la vez 
que otorga mayores facultades y recursos a la inspección del trabajo (Figueroa, 2008). 
En una dirección semejante han avanzado las reformas legales adoptadas en Uruguay 
y los cambios jurisprudenciales en Argentina y Brasil relativos a las responsabilida-
des de las empresas principales en las cadenas productivas, tomando en cuenta que el 
empleo tiende a crearse en empresas vinculadas a otras a través de la subcontratación 
de procesos, productos y de trabajadores. Otro ejemplo de fiscalización promisoria 
es la experiencia de Brasil en el sector de la construcción con logros importantes en la 
mejora de la calidad de los empleos a partir de la participación de los sindicatos y las 
cámaras empresariales. Todo ello podría estar anunciando una nueva etapa de revita-
lización del enforcement público en la región (Bensusán, 2006).

3.4. Las oportunidades de la integración regional

Existen crecientes expectativas a favor de mejorar el cumplimiento de los estándares 
laborales internacionales y avanzar en la agenda de trabajo decente a través de su in-
clusión (o profundización de los mecanismos existentes) en los procesos de integración 



38

Pe
rf

ile
s 

La
ti

no
am

er
ic

an
os

 3
4

A
r

t
íc

u
l

o
s

latinoamericanos, aunque hasta ahora la responsabilidad fundamental de proteger a 
los trabajadores sigue quedando en los estados e instrumentos nacionales.22 Más de 
quince acuerdos comerciales han incluido o fortalecido la dimensión laboral en los 
últimos años, ya se trate de arreglos en el marco del Sistema Unilateral de Preferencias, 
de acuerdos bilaterales o de áreas de libre comercio.23 En todos estos instrumentos se 
impuso como condición para el acceso al mercado estadounidense el compromiso con 
los derechos laborales básicos reconocidos internacionalmente (Declaración de Principios 
y Derechos Fundamentales de la oit, 1998). En algunos de estos casos se incluyen 
derechos adicionales y también el respeto a las leyes nacionales (DiCaprio, 2005). En 
el mismo sentido, organismos como el bid y la oit han estado sumamente activos 
en la promoción de políticas encaminadas a mejorar dichas regulaciones, así como el 
desempeño de las instancias a cargo de su implementación en esos países como ocu-
rrió en los países centroamericanos (bid, 2005).

Una de las limitaciones de esta alternativa es el bajo número de convenios ratificados 
por Estados Unidos y las restricciones que sus propias leyes imponen para el ejercicio 
de la libertad sindical y la negociación colectiva. El rechazo de ese país a los compro-
misos internos e internacionales con uno de los estándares laborales fundamentales 
con mayores implicaciones en cuanto a la distribución del poder entre trabajadores y 
empleadores ha dado fuerza a quienes sostienen que ese país solamente persigue fines 
proteccionistas. Lo cierto es que —según lo muestran investigaciones recientes— las 
cláusulas con contenido laboral incluidas en tratados comerciales no se han usado con 
tal fin (DiCaprio, 2005). Además, el sólo hecho de que en los acuerdos comerciales y 
de integración se diseñen mecanismos de vigilancia de los estándares laborales con la 
participación de todos los países, debería verse como una garantía de que no ocurrirá 
así en el futuro. Mientras no se ha probado que el proteccionismo sea el único obje-
tivo de los Estados Unidos, sí existen evidencias de que los países centroamericanos y 
Chile, en el Cono Sur, han tenido que hacer cambios algo más que cosméticos para 
conseguir el acceso al mercado estadounidense. Perú y Colombia, recientemente, se 
han comprometido a modificar sus leyes laborales para conseguir la ratificación toda-
vía pendiente de sus acuerdos comerciales con Estados Unidos.

22	 Esto es válido incluso para la experiencia de integración más avanzada, la de la Unión Europea, donde se ha con-
seguido de manera importante la armonización de las políticas y normas laborales, pero las directivas comunitarias 
son en realidad complementarias de la legislación nacional. Véase al respecto, el documento emitido por la Comisión 
Europea titulado “Modernizando la legislación laboral frente a los retos del siglo xxi” (http://ec.europa.eu).

23	 Ejemplos de estas modalidades dentro de la región lo ofrecen la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (fortalecida en 
el 2000 para profundizar las exigencias previas en materia de respeto a los derechos laborales fundamentales); el 
Acuerdo de Libre Comercio celebrado entre México, Estados Unidos y Canadá en 1994 (nafta); el pactado con 
Chile en 2002, y el que integra a los países centroamericanos con los Estados Unidos desde 2004 (cafta/rd).
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México ilustra, sin embargo, las dificultades para avanzar en esta dirección en el 
norte del continente, aunque este país hizo algunas concesiones al aceptar el Acuerdo 
de Cooperación Laboral de América del Norte (aclan, 1994), en tanto incluye la 
posibilidad de aplicar sanciones en circunstancias excepcionales. Sin embargo, dado 
el bajo perfil de este instrumento (especialmente por su nula capacidad de sancionar 
las violaciones más frecuentes en materia de derechos colectivos), logró evitar hasta 
ahora un escrutinio más efectivo sobre el nivel de cumplimiento de los estándares la-
borales. Utilizó como escudo el haber firmado más de 70 convenios de la oit y tener 
una regulación laboral de alto perfil en el papel, cuando el problema radicaba en su 
aplicación laxa. Como era de esperarse, quince años después de la adopción de es-
te instrumento es poco lo que se logró a través de su puesta en práctica, lo que hizo 
que cobrara mayor importancia la presión directa de los activistas sobre las empresas 
transnacionales para aplicar sus propios códigos de conducta y respetar el derecho de 
asociación. Sin embargo, la experiencia alcanzada por los activistas internacionales y 
mexicanos al cooperar con los sindicatos en la denuncia de las violaciones laborales 
en el marco del aclan será de gran valor en tanto el nuevo presidente de Estados 
Unidos, Barack Obama, al tomar posesión de su cargo, ratificó la necesidad de revi-
sar las deficiencias de este instrumento, manifiestas en los escasos resultados de los 35 
casos tramitados desde su entrada en vigor.24 

El Mercosur muestra, en cambio, un ámbito público donde se avanza mucho más 
rápido en el desarrollo de la dimensión social de la integración, siguiendo de lejos 
los pasos del modelo social europeo, colocándose en mejores condiciones para llevar 
adelante la agenda de trabajo decente. En esta línea, se ha convertido en un espacio 
institucionalizado de diálogo social y muestra la interacción positiva entre los cam-
bios políticos nacionales y el proceso regional. La integración tripartita de sus órganos 
laborales,25 la fuerte presencia de la Coordinadora de Centrales Sindicales del Mercosur 
y el cambio de enfoque de los gobiernos acerca de su propia política laboral, lo que 
ilustraremos a partir del caso argentino, son factores que explican esa evolución.26 

24	 Véase la declaración del secretario de Prensa de ese país —Robert Gibbs—, donde se confirma la intención del pre-
sidente Obama de fortalecer las estipulaciones laborales y ambientales del tlcan, y de crear un grupo consultivo 
conjunto en temas de interés común ( http://bilaterals.org). Consultado el 27 de febrero de 2009. En relación con 
las limitaciones del aclan, véase Bensusán, 1994 y 2003. El segundo texto revisa las características y resultados de 
las denuncias presentadas a lo largo de la década por violaciones a los derechos laborales en los tres países.

25	 Subgrupo de Relaciones Laborales, Empleo y Seguridad Social; Comisión Sociolaboral Regional-csl, Observa-
torio del Mercado Laboral.

26	 Entre los principales logros del Mercosur en su dimensión laboral, están la elaboración de un proyecto de regla-
mento para la libre circulación de la fuerza de trabajo y el concepto de “igualación hacia arriba” como criterio 
de futuras propuestas armonizadoras: el Tratado Multilateral de Seguridad Social, la coordinación de inspeccio-
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De esta manera, la mayor afinidad política entre los gobiernos provenientes de la 
izquierda del espectro político y su cercanía con los sindicatos —en Argentina, Brasil 
y Uruguay—, además de la necesidad de revertir los altos costos de las políticas neo-
liberales, han favorecido la emergencia de un nuevo enfoque regional de las políticas 
laborales. A partir de 2003, se han dado acercamientos que culminaron en la creación 
del Grupo de Alto Nivel del Empleo al año siguiente,27 y dos años más tarde en la 
Estrategia de Crecimiento del Empleo adoptada por los ministros del Trabajo, apo-
yada por el Observatorio del Mercado de Trabajo del Mercosur (omt). 

Es importante destacar, por ser ilustrativos de la nueva mirada intergubernamental 
que domina en el Cono Sur sobre los problemas laborales, los acuerdos tomados en 
la comunicación conjunta de los ministros de trabajo del Mercosur y de los Estados 
Asociados,28 emitida en Buenos Aires en abril de 2006. Allí se retomaron las afirma-
ciones del informe del director de la oit titulado “Trabajo decente en las Américas. 
La agenda hemisférica, 2006-2015”, y sus “cinco desafíos”.29 El cambio de enfoque 
se hizo explícito al cuestionarse las políticas previas de flexibilización laboral y sus re-
sultados, los cuales aumentaron la desigualdad social. Así se retomó la importancia 
de contar con políticas redistributivas adecuadas y se rechazó la idea de formalizar 
la economía informal y, al mismo tiempo, se propusieron una meta más ambiciosa: 
reducir este sector en el futuro.

Igualmente ambiciosa es la agenda de las centrales sindicales del Mercosur, pues 
se proponen lograr la promoción de trabajo y salario dignos, la adopción de un sa-
lario mínimo común, la elevación de la Declaración Sociolaboral adoptada en 1998 
al estatus jurídico de un Protocolo Laboral vinculante, el fortalecimiento de la csl 
(Comisión Socio-Laboral), y la dotación presupuestaria a la omt.30 El protocolo in-
cluiría restricciones a la terciarización, la institucionalización de la inspección conjun-

nes de trabajo con implementación de mecanismos permanentes de intercambio, cooperación y coordinación 
entre los organismos nacionales; los estudios comparativos sobre trabajo infantil, formación profesional, diálo-
go social, empleo e igualdad de trato y oportunidades entre hombres y mujeres; las acciones de mejoramiento 
y homogeneización de la base de datos, armonización conceptual y la compatibilización de indicadores, entre 
otras tareas (Ferreira, 2002 y 2003). 

27	 Está integrado por los ministerios responsables de las políticas económicas, industriales, laborales y sociales de los 
Estados partes, con la participación de las organizaciones económicas y sociales que integran las secciones nacio-
nales del Foro Consultivo, Económico y Social y de la Comisión Sociolaboral. Mercosur/cmc/dec, núm. 46/04.

28	 Cabe señalar que la Reunión de Ministros de Trabajo del Mercosur es la institución pública más importante en 
el ámbito laboral de la región.

29	 Éstos son: 1) que el crecimiento económico sea promotor del empleo para todos; 2) que los derechos laborales 
se cumplan y apliquen efectivamente; 3) que la democracia se fortalezca; 4) que se adopten nuevos mecanismos 
de protección adecuados a la realidad actual; y 5) que por esa vía se combata la exclusión social.

30	 “Carta a los Presidentes, 17 de diciembre de 2007”, en www.ccscs.org
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ta del trabajo con participación de los sindicatos en sectores fuertemente impactados 
por el comercio regional y en las fronteras, la negociación colectiva supranacional a 
nivel empresarial y sectorial, así como la creación de comisiones sindicales en empresas 
instaladas en dos o más países del Mercosur, entre otras alternativas. 

Como puede desprenderse claramente de estas agendas y las instituciones que 
las soportan, mientras en el norte del continente la flexibilidad sigue siendo el eje de las 
políticas laborales y todavía no se ha logrado imponer en plenitud la vigencia de 
la libertad sindical ni mucho menos el reconocimiento de los sindicatos como ver-
daderos interlocutores, en el sur del continente comienza a esbozarse una política 
laboral regional siguiendo la preocupación nacional por evitar en esos países la pre-
carización de los empleos. 

Ejemplo de este viraje es la política laboral argentina a partir del 2003 que confir-
ma el compromiso asumido frente a la agenda del trabajo decente. Éste no es el único 
país con una agenda explícita de trabajo decente (Brasil y Uruguay han seguido el mis-
mo camino, al igual que Chile —sobre todo su agenda para jóvenes— y Perú, entre 
otros); pero lo relevante del caso es que los ejes y dimensiones de este viraje incluyen 
cambios en la política macroeconómica y su articulación al rol del trabajo, reformas 
legislativas, cambios en la política salarial y en la política de empleo. Esta estrategia 
coincide con el resultado de investigaciones que muestran que una sola política no 
puede resolver el déficit de trabajo decente (Berg, Ernst y Auer, 2006). 

 Como reconocen sus principales impulsores desde el gobierno, no se ha confi-
gurado en Argentina un “nuevo modelo de política económica y laboral”. Hay temas 
en los que todavía se oscila coyunturalmente entre la prescindencia del Estado y el 
intervencionismo (Novick y Tomada, 2007). Sin embargo, hay diferencias sustanciales 
con el modelo que se siguió a partir de la década de los noventa. La más importante 
es “la revalorización de la protección social fuerte” (Novick y Tomada, 2007: 46) y 
el hecho de que la precariedad laboral no se sigue visualizando como un resultado 
inevitable de la globalización (Palomino, 2008). 

Las nuevas metas impulsadas a través de la articulación de las políticas económicas, 
laborales y sociales se concentran en la creación de empleo decente como factor cons-
titutivo de la ciudadanía, para lo cual la Ley 25877 (2004) la convierte en objetivo 
prioritario de las políticas del gobierno. Los instrumentos se basan en la recuperación 
del rol del Estado y las políticas activas, terminando con el papel subsidiario que antes 
se asignaba a la política laboral y dando mayor jerarquía y recursos a las instancias de 
fiscalización, como la it. Los resultados son por lo menos promisorios: crecimiento 
económico de nueve por ciento y del consumo privado entre 2004 y 2007; restableci-
miento de las cadenas productivas y de las actividades intensivas en fuerza de trabajo 
así como del sector exportador; reducción del trabajo no registrado (89 por ciento de 
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los puestos generados son empleos registrados, y el empleo no registrado descendió de 
49.7 a 42 por ciento entre 2003 y 2006) y de la tasa de desempleo (de 21por ciento 
en 2003 a poco menos de nueve por ciento en 2007); incremento de los salarios31 y 
fortalecimiento de la negociación colectiva por rama de actividad (cuya cobertura se 
triplicó), así como de los espacios de diálogo social (Novick, Tomada, Damill, Frenkel 
y Maurizio, 2007). Es difícil saber, sin embargo, qué tanto la mejora de la calidad de 
los empleos se debe al alto crecimiento económico y cuánto a las políticas y reformas 
laborales, al mejoramiento del enforcement público o a la reactivación del diálogo social.

Conclusión

Una de las asignaturas pendientes en América Latina  es asegurar la existencia legal de 
mecanismos eficaces de protección social para todos los trabajadores sin distinción, 
tal como lo exigen los convenios internacionales, que cuentan en algunos casos con 
un alto número de ratificaciones en la región. Sin embargo, un problema a resolver 
para mejorar la calidad de los empleos y hacer avanzar la agenda de trabajo decente 
es la deficiente implementación de los estándares laborales fundamentales, de otros 
derechos internacionales asociados a éstos y, sobre todo, de la legislación nacional apli-
cable, que aún mantiene el peso decisivo en esta meta. Esta legislación supera en con-
tenido a dichos estándares, pero es cierto que poco ganaríamos en ampliar su alcance 
a todos los trabajadores si no se asegura su efectividad. Para ello hay que tomar en 
cuenta la especificidad de la problemática de incumplimiento en cada país pero, al 
mismo tiempo, aprender de las experiencias de éxito de otros países en el combate 
de las prácticas que más atentan contra la calidad de los empleos y reconocer que los 
problemas en materia de empleos tienen hoy una dimensión trasnacional que no ha 
sido atendida. 

Las evidencias apuntan a que el no registro en las instituciones de seguridad social, 
el no reconocimiento de los sindicatos —lo que implica la violación de un estándar 
laboral fundamental— y de otras organizaciones sociales como interlocutores, o el 
uso de formas atípicas de contratación que encubren el carácter del trabajo asalariado 
y se traducen en precariedad, son el resultado de viejos problemas que se agravaron en 
el contexto de la globalización y que requieren, por tanto, remedios igualmente glo-

31	 El salario mínimo, vital y móvil tuvo un aumento de alrededor de 300 por ciento entre 2003 y 2006 y, en tér-
minos reales, de 105 por ciento entre 2001 y 2006. Pasó a cubrir de 37 a 84 por ciento de los ingresos necesa-
rios para superar la línea de pobreza, y tuvo efectos sobre los ingresos de trabajadores no registrados. 
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bales. Sin embargo, el limitado contenido de los estándares laborales fundamentales, 
la falta de instrumentos coactivos para sancionar a los transgresores, y el balance de 
las experiencias de integración, incluso las más avanzadas como la ue, confirman que 
hasta ahora la protección de los trabajadores sigue quedando fundamentalmente a 
cargo de la legislación y los mecanismos de enforcement nacionales, dejando un papel 
complementario a las regulaciones regionales.32

Es por tanto esperanzador que, después de décadas de pérdida de centralidad del 
Estado, se registren algunas mejoras en los procedimientos de control público nacio-
nal —inspección del trabajo y justicia laboral—, pero la capacidad de estas instan-
cias para llegar donde más hace falta —empleos atípicos e informales—, todavía es 
muy limitada o inexistente. Lo mismo ocurre con los monitoreos del cumplimiento 
de los códigos de conducta elaborados con la participación de diversas organiza-
ciones y voluntariamente adoptados por las transnacionales que tienen problemas 
semejantes a los de la it y no llegan a los trabajadores en talleres clandestinos, los 
cuales laboran en su domicilio o están fuera del sector de exportación pero que si-
guen siendo la gran mayoría. Ante el bajo crecimiento de los empleos formales y 
protegidos, la informalidad permanece como una fuente de empleos de mala calidad 
con una enorme presencia en la región, e incluye contingentes de trabajadores con 
condiciones de ocupación muy heterogéneas que se mueven de un sector a otro sin 
la adecuada protección. 

No cabe duda que el déficit de trabajo decente y la informalidad no podrán ser su-
perados exclusivamente por el fortalecimiento de la inspección del trabajo, la adopción 
de códigos de conducta ni, mucho menos, por la formulación de normas laborales 
nacionales menos costosas o rígidas. Como lo muestra el caso argentino, se requiere 
una rearticulación de las políticas macroeconómicas con las sociales y laborales —
antes subordinadas a las primeras— además de políticas específicas para los grupos 
más vulnerables. Aun si el trabajo no registrado y la informalidad constituyen toda-
vía expresiones de la exclusión social en la Argentina, los resultados alcanzados hasta 
ahora indican que el Estado aún es capaz de proteger a los ciudadanos en su trabajo 
y poner un freno a la precariedad en el marco de economías sometidas a fuertes pre-
siones competitivas. 

De esta manera parecería que, con el desencanto derivado del fracaso de las políti-
cas neoliberales y los efectos adversos de la globalización, mejoraron las oportunidades 
para formular derechos sociales universales asociados a la ciudadanía —vinculados a 
la persona y no al puesto de trabajo— y contar con un enforcement público y privado 

32	 com (2006).
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de estos derechos mucho más eficaz.33 Igualmente, en una interacción virtuosa entre 
la dinámica nacional y la regional, se ha desarrollado en forma significativa la dimen-
sión laboral del Mercosur, paradójicamente una de las pocas dimensiones en donde 
este proceso registró una evolución positiva. Lo mismo no ha ocurrido en el norte del 
continente debido al enfoque restrictivo que caracterizó, en este aspecto, al tlcan y 
al aclan, bajo el pretexto de que no se trataba de un mercado común, situación que 
permitió a México eludir un escrutinio más severo por parte de Estados Unidos tal 
como lo experimentaron Chile, Perú y Colombia, y los países centroamericanos. 
Factores políticos como el triunfo del candidato demócrata a la presidencia estado-
unidense en noviembre de 2008, pudieran, sin embargo, cambiar este enfoque para 
fortalecer en adelante los mecanismos que ayuden a proteger las condiciones de tra-
bajo en los países del tlcan.

Sin embargo, hay todavía un largo camino que recorrer tanto en la investigación 
como en el diseño de las políticas públicas y en la acción de la sociedad para contar 
con los instrumentos nacionales, regionales y globales capaces de evitar una carrera 
hacia abajo en la calidad de los empleos. La agenda en contra de la exclusión —que 
se está comenzando a llevar a la práctica en algunos países y regiones— busca saldar 
esta brecha a través del diálogo social, con la intención de ganar legitimidad y dejar 
atrás la imagen de un Estado capturado por los poderes fácticos. Se requiere por tanto, 
antes que nada, fortalecer la presencia de interlocutores legítimos dotados de recursos 
de poder para que la voz de los trabajadores se escuche en los espacios de negociación, 
por lo que hacer cumplir los estándares laborales fundamentales en materia de liber-
tad sindical y negociación colectiva sigue siendo una condición de primer orden. Sin 
esto queda claro que no podrá modificarse el comportamiento adverso de los em-
pleadores frente al cumplimiento de reglas que los constriñen, cualesquiera que sean 
sus fuentes y contenidos.
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